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Sevilla
La Cámara de Cuentas de Andalu-
cía ha apuntado una serie de «inci-
dencias» en las encomiendas de
gestión a entidades instrumentales
de la Junta de Andalucía, entre
ellas el hecho de que no se presen-
te «razones suficientes» para em-
plear dicha figura, tras lo que seña-
la que esos trabajos «le cuestan a la
Administración de la Junta, además
de los costes reales, un 6% más co-
mo máximo».

La justificación de esta figura, en
virtud de la cual la Junta desvía di-
versos trabajos a su entramado de
entes, empresas públicas o funda-
ciones, «resulta escueta y no pre-
senta razones suficientes para utili-
zarla», según explicó ayer la Cáma-
ra de Cuentas.

«Como consecuencia de la posi-
bilidad de imputar los gastos gene-
rales y corporativos de las entida-
des que reciben las encomiendas,
los trabajos realizados le cuestan a
la Junta, además de los costes rea-
les incurridos en la ejecución de las
actuaciones, un 6% más como má-
ximo», advirtió este informe.

La Cámara recomienda igual-
mente concretar, entre otros facto-
res, la insuficiencia de medios hu-
manos y materiales de las conseje-
rías, así como la disponibilidad e
idoneidad de los recursos de las en-
tidades del sector público que pue-
dan ejecutar las tareas encomenda-
das en contraposición a las posibi-
lidades de aplicar la legislación de
contratación pública.

«Sería recomendable que la cer-
tificación de conformidad de la rea-
lización de los servicios encomen-
dados se acompañara de evidencias
o pruebas de los trabajos ejecuta-
dos», añade el informe.

La Cámara de Cuentas también
aboga por que se mejore la elabora-
ción de las memorias o informes fi-
nales de evaluación sobre el desa-
rrollo del encargo, «incluyendo in-
formación sobre los costes finales

incurridos, actuaciones realizadas,
hechos conseguidos, indicadores
de resultados o seguimiento».

Este informe concluye que las
actuaciones encomendadas se po-
dían contratar directamente por las
consejerías, evitándose el coste im-
putado en concepto de «gastos ge-
nerales y corporativos» y «gastos
de gestión y coordinación».

La Cámara de Cuentas también

recomienda que la memoria justifi-
cativa de los contratos que realiza
la Junta «debe redactarse con el de-
talle de los factores que determinan
la necesidad e idoneidad de cada
contrato, y por tanto, el gasto y el
impacto que ello representa en el
presupuesto».

«Hay que elaborar una memoria
o presupuesto económico que justi-

fique el importe consignado en las
distintas partidas que componen el
presupuesto de licitación», añaden.

Aboga, igualmente, por que se
justifique y motive «adecuadamen-
te» la declaración de urgencia en
los expedientes tramitados por di-
cha vía «ya que los motivos que la
justifican son previsibles o simple-
mente no existen».

Estos datos aparecen en el infor-
me de la Cámara de Cuentas sobre
el Capítulo II de ‘Gastos Corrientes
en Bienes y Servicios’, correspon-
diente a 2010. Precisamente ayer la
consejera de Hacienda y Adminis-
tración Pública, Carmen Martínez
Aguayo, defendió los presupuestos
para el año 2013 en comisión en el
Parlamento andaluz.

El desvío de trabajo a los entes de la
Junta encarece un 6% obras y servicios
La Cámara de Cuentas detecta «incidencias» y pide que se ahorren «gastos de gestión»

Exigen al tribunal administrativo
que suspenda contratos a externos
Educaciónpretendegastar4,5millonesenapuntar faltasdeasistencia

MIGUEL CABRERA / Almería
El Sindicato Médico de Almería
ha iniciado una campaña para
que los facultativos presenten
una reclamación frente a las re-
ducciones salariales provocadas
por la aplicación «arbitraria» de
la ampliación de jornada a 37,5
horas que, como ha denunciado,
se está llevando a cabo de forma
distinta por cada hospital o cen-
tro de salud de la comunidad.

Desde ayer, el sindicato ha
puesto a disposición de sus afi-
liados el modelo de reclamación
frente al Servicio Andaluz de Sa-
lud (SAS), de forma que ya se
han presentado las primeras en
el Hospital Torrecárdenas de la
capital, y se espera que a lo lar-
go de los próximos días se su-
men miles de facultativos de to-
da la comunidad a la iniciativa.

Tras la presentación de las re-
clamaciones en sus centros de
trabajo, los médicos deberán re-
cibir una resolución de la Geren-
cia o Dirección de Distrito, que
supuestamente será denegato-
ria, y que deberá de ser inmedia-
tamente entregada a la asesoría
jurídica del sindicato para pre-
sentar un recurso contencioso-
administrativo en el plazo de dos
meses desde su recepción.

El Sindicato Médico ha acon-
sejado a sus afiliados que guar-
den las nóminas recibidas desde
julio de este año, así como solici-
tar el cuadrante de jornada rea-
lizada mensualmente desde ese
mismo mes, en el que se recoja
la continuidad asistencial y la
jornada complementaria.

Francisco Durbán, secretario
del Sindicato Médico en Alme-
ría, informa de que la reclama-
ción es muy simple: «Pedimos
que a los médicos se le aplique
la normativa como a todos los
funcionarios de la Junta, es de-
cir, media hora más diaria».

SILVIA MORENO / Sevilla
El Tribunal Administrativo de la
Junta acaba de suspender una lici-
tación de la Consejería de Educa-
ción con la que pretendía contratar
a diez euros la hora a «auxiliares
técnicos administrativos» a través
de empresas externas para que
trabajasen en centros de educa-
ción Infantil y Primaria.

La licitación suspendida corres-
ponde a colegios de Córdoba y su-
pone un gasto de casi un millón de
euros (957.493,20 euros). Sin em-
bargo, la Junta pretende destinar
4,5 millones en las ocho provincias
para contratar a estos auxiliares
técnicos administrativos, que se
encargarían del control de asisten-
cia de los alumnos a clase, de los
partes de incidencia o de informar
de la oferta educativa del centro,

de las matrículas o del préstamo
de material educativo, entre otras
labores, como ya informó EL
MUNDO de Andalucía.

El Sindicato Andaluz de Funcio-
narios (SAF) acaba de pedir al Tri-
bunal Administrativo de Recursos
Contractuales de la Junta que am-
plíe la suspensión a los contratos
de las siete provincias restantes, y
no sólo Córdoba.

Esta central ha insistido en que
la Junta pretende una «externali-
zación improcedente de los servi-
cios, que supone la atribución di-
recta o indirecta de potestades pú-
blicas a personal ajeno a la función
pública», algo prohibido por la ley.
Por ello, el Sindicato de Funciona-
rios pide que se diriman las res-
ponsabilidades que pudiera haber.

Otra irregularidad de los contra-

tos de «servicio de apoyo y asisten-
cia a la gestión académica y econó-
mica de los centros públicos de
educación Infantil y Primaria» ra-
dica en la cesión de datos de carác-
ter personal a «personal externo
sobre el que no recaen requisitos
de secreto profesional».

El Tribunal de la Junta acordó el
22 de octubre suspender de forma
cautelar la licitación del contrato
de Córdoba porque no se causa un
«grave perjuicio a los licitadores,
que no tienen todavía ningún dere-
cho adquirido». «La continuación
del procedimiento en la fase en la
que actualmente se encuentra po-
dría dificultar el cumplimiento de
una eventual resolución estimato-
ria del recurso», ya que si se adju-
dica y luego se anula habría que
«retrotraer las actuaciones».

Reprocha a la Junta
que no justifique
«adecuadamente» los
contratos urgentes

Médicos
reclaman ante
el SAS por el
recorte salarial

María Jesús Montero.
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